
P R O Y E C T O S  D E  A C T O  L E G I S L AT I V O

DIRECTORES: 

(Artículo 36,  Ley 5ª de 1992)
IMPRENTA   NACIONAL   DE   COLOMBIA

www.imprenta.gov.co

SENADO Y CÁMARA

AÑO XXIX - Nº 846     Bogotá, D. C., jueves, 3 de septiembre de 2020  EDICIÓN  DE  22  PÁGINAS

REPÚBLICA   DE   COLOMBIA

RAMA  LEGISLATIVA  DEL  PODER  PÚBLICO

S E N A D O   D E   L A   R E P Ú B L I C A

JORGE HUMBERTO MANTILLA SERRANO
SECRETARIO  GENERAL  DE  LA  CÁMARA

www.camara.gov.co 

GREGORIO ELJACH PACHECO
SECRETARIO  GENERAL  DEL  SENADO

www.secretariasenado.gov.co 

G a c e t a   d e l   C o n g r e s o
I S S N  0 1 2 3  -  9 0 6 6

Gaceta del congreso  186 Lunes, 25 de abril de 2016 Página 1

P R O Y E C T O S  D E  L E Y

(Artículo 36,  Ley 5ª de 1992)
IMPRENTA   NACIONAL   DE   COLOMBIA

www.imprenta.gov.co

SENADO Y CÁMARA

AÑO XXV - Nº 186     Bogotá, D. C., lunes, 25 de abril de 2016  EDICIÓN  DE  36  PÁGINAS

DIRECTORES: 

REPÚBLICA   DE   COLOMBIA

RAMA  LEGISLATIVA  DEL  PODER  PÚBLICO

S E N A D O   D E   L A   R E P Ú B L I C A

JORGE HUMBERTO MANTILLA SERRANO
SECRETARIO  GENERAL  DE  LA  CÁMARA

www.camara.gov.co 

GREGORIO ELJACH PACHECO
SECRETARIO  GENERAL  DEL  SENADO

www.secretariasenado.gov.co 

g a c e t a   d e l   c o n g r e s o
I S S N  0 1 2 3  -  9 0 6 6

PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.

PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO NÚMERO 17 DE 2020 SENADO

por el cual se modifican los artículos 328 y 356 de la Constitución Política otorgándole al municipio  
de Villavicencio (Meta) la categoría especial de Distrito Biodiverso, Turístico, Cultural, Agroindustrial  

y Educativo.

 
PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO NO.________ DE 2020 

 
“POR EL CUAL SE MODIFICAN LOS ARTÍCULOS 328 Y 356 DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA OTORGÁNDOLE AL MUNICIPIO DE 
VILLAVICENCIO (META) LA CATEGORIA ESPECIAL DE DISTRITO 

BIODIVERSO, TURÍSTICO, CULTURAL, AGROINDUSTRIAL Y EDUCATIVO” 
 

EL CONGRESO DE COLOMBIA: 

 DECRETA: 

Artículo 1. Modifíquese el artículo 328 de la Constitución Política, el cual 
quedará así:  

 
Art. 328. El Distrito Turístico y Cultural de Cartagena de Indias, el 
Distrito Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta y 
Barranquilla conservarán su régimen y carácter, y se organiza a 
Buenaventura y Tumaco como Distrito Especial, Industrial, 
Portuario, Biodiverso y Ecoturístico, y a Villavicencio como Distrito 
Especial, Biodiverso, Turístico, Cultural, Agroindustrial y 
Educativo. 

 
Artículo 2. Modifíquese el artículo 356 de la Constitución Política, en el 
siguiente párrafo, el cual quedará así:  
 

Art. 356 (….) 
Las ciudades de Buenaventura y Tumaco se organizan como 
Distritos Especiales, Industriales, Portuarios, Biodiversos y 
Ecoturísticos. La ciudad de Villavicencio se categoriza como 
Distrito Especial, Biodiverso, Turístico, Cultural, Agroindustrial y 
Educativo. Su régimen político, fiscal y administrativo será el que 
determine la Constitución y las leyes especiales, que para el 
efecto se dicten, y en lo no dispuesto en ellas, las normas 
vigentes para los municipios. 

 
Artículo 3º. Adicionese el artículo 356 de la Constitución Política, con el 
siguiente párrafo: 
 
 Parágrafo: Los gastos adicionales que se generen a consecuencia de la 
implementación del régimen establecido por la Ley 1617 de 2013 sólo se 
ejecutarán una vez el Distrito Especial, Biodiverso, Turístico, Cultural, 
Agroindustrial y Educativo de Villavicencio alcance el equilibrio financiero. 
 
El Departamento Nacional de Planeación se ocupará del acompañamiento y 
capacitación a partir del momento en que se decrete el Distrito Especial, 
Biodiverso, Turístico, Cultural, Agroindustrial y Educativo de Villavicencio. 
 
 
Artículo 4º. Vigencia: El presente acto legislativo rige desde su publicación. 
 
 

 

JAIME RODRIGUEZ CONTRERAS              JONATAN TAMAYO PÉREZ 
Representante a la Cámara            Senador 
Departamento de Meta 
 
 
 
 
CESAR AUGUSTO LORDUY M                     JULIO CESAR TRIANA QUINTERO  
Representante a la Cámara           Representante a la Cámara 
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JOSE DANIEL LOPEZ                       ALEXANDER BERMÚDEZ LASSO 
Representante a la Cámara  Representante a la Cámara  
 
 
 
 

                                                                               
ERWIN ARIAS BETANCUR                       JORGE MENDEZ HERNANDEZ 
Representante a la Cámara       Representante a la Cámara 
 
 
 
 
 

       
OSCAR CAMILO ARANGO                         ALEJANDRO VEGA PEREZ 
Representante a la Cámara          Representante a la Cámara 

 
 
 
 
 

GERMAN NAVAS      Eduardo Emilio Pacheco Cuello      
Representante a la Cámara   Senador de la República 

   ALEXANDER BERMÚDEZ LASSO
Representante a la Cámara

 
 
 
 

___________________________                      _________________________ 
 
 
 
 
 
___________________________                      _________________________ 
 
 

_________________________________________________ _____________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________

___________________________      

RUBY HELENA CHAGÜI SPATH
Senadora de la República

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS AL PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 

NO.________ DE 2020 
 

“POR EL CUAL SE MODIFICAN LOS ARTÍCULOS 328 Y 356 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA OTORGÁNDOLE AL MUNICIPIO DE 

VILLAVICENCIO (META) LA CATEGORIA ESPECIAL DE DISTRITO 
BIODIVERSO, TURÍSTICO, CULTURAL, AGROINDUSTRIAL Y EDUCATIVO” 

 
I. FACULTAD DEL CONGRESO 

 

El artículo 114 de la Constitución Política de 1991, determinó 
claramente que Corresponde al Congreso de la República reformar la 
Constitución, hacer las leyes y ejercer control político sobre el Gobierno 
y la administración.  

II. MOTIVACIÓN Y OBJETO DEL PROYECTO: 

Inicialmente el objetivo de esta importante iniciativa legislativa es 

categorizar a la ciudad de Villavicencio como un Distrito Especial, 

Biodiverso, Turístico, Cultural, Agroindustrial y Educativo, con el fin de 

dotarla de instrumentos legales que le permitan cumplir las funciones y 

prestar los servicios a su cargo; así como promover el desarrollo integral 

de su territorio para contribuir al mejoramiento de la calidad de vida de 

sus habitantes. 
 
El propósito del proyecto se encamina fundamentalmente a propender 
por el desarrollo de la ciudad de Villavicencio, ciudad núcleo de la 
Orinoquia colombiana y desde la cual se irradia a la región el 

cumplimiento de los servicios a su cargo. Elevar al municipio a Distrito 
Especial, Biodiverso, Ecoturístico, Agroindustrial y Educativo es dotar 
de recursos e instrumentos a la ciudad de Villavicencio que permitan la 
recuperación de la navegación por el río Meta y la carretera Puerto 
Gaitán-Puerto Carreño, proyectos articulados con los departamentos 
del Guaviare, Casanare, Arauca y Vichada. 
 
La realización de los proyectos antes mencionados permitirá la 
comunicación hacia Venezuela y el Océano Atlántico, facilitando el 
comercio y progreso a partir de la integración económica y social. Por 
otra parte, se potencializaría el eco-turismo e industria agropecuaria en 
beneficio de la población de Villavicencio en particular y los colombianos 
en general. 
  
El proyecto de acto legislativo busca consagrar en la Constitución 
Política que el municipio de Villavicencio, además de ser la capital del 
departamento del Meta y, por tanto, el primer distrito especial en la 
región Llanos Orientales, cuenta con reconocimiento como capital 
Biodiversa, Ecoturística, Agroindustrial y Educativa lo que justifica que 
se eleve a la categoría de Distrito, como un medio de desarrollo para 
garantizar la gestión de planificación, regulación y transformación de la 
Administración Municipal.  
 
El departamento del Meta es el mayor productor de hidrocarburos y las 
principales compañías están asentadas en su territorio, convirtiendo a 
Villavicencio en el centro de sus actividades y comunicaciones con el 
resto de Colombia y con el Mundo. Asimismo, el Meta es igualmente 
productor de palma de aceite y de caña de azúcar. También, el Meta es 
gran productor de arroz y ganadería, riquezas que transitan y se 
transforman en Villavicencio. 
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Es importante resaltar que la región cuenta con grandes reservas 
ecológicas como las serranías de La Macarena y Chiribiquete y 
yacimientos de los más diversos minerales especialmente en los 
departamentos del Guainía y Vichada, lo cual obligarán a adoptar 
políticas fundamentales en materia de preservación del medio 
ambiente, protección de etnias, y ordenación, vigilancia y control sobre 
la explotación de estos minerales. La categoría territorial de Distrito, se 
ha otorgado gracias a las condiciones geopolíticas de ciertas ciudades, 
no se pueden desconocer las características de una ciudad como 
Villavicencio que requiere de una índole administrativa que posibilite su 
desarrollo. 
 
Villavicencio es la puerta de entrada a medio país y por ella pasa la 
riqueza Agrícola, Industrial, Educativa y Ambiental para el resto de 
Colombia. 
 
Resáltese que según el Plan Nacional de Desarrollo para la vigencia 
2019- 2022 la región Llanos-Orinoquia cuenta con un potencial de 
desarrollo único debido a factores naturales diferenciadores como el 
tamaño de su territorio, sus ecosistemas estratégicos, su biodiversidad, 
su oferta hídrica, la existencia de hidrocarburos y la disponibilidad de 
tierras para la producción intensiva agropecuaria, agroindustrial, 
forestal, inclusiva, sostenible y tradicional. En términos per cápita 
(DANE, 2016), el PIB de la región es superior al nacional — $19.600.000 
en 2016, frente a $13.700.000, esto se debe a la alta participación del 
sector minero, lo que plantea la necesidad de construir ventajas 
competitivas que le permitan a la región diversificar su base productiva 
como contemplan las visiones departamentales.  

 
Así pues, el Proyecto de Acto Legislativo tiene como propósito 

dinamizar la economía de la ciudad, mediante el aumento en la 

demanda de bienes de consumo como ropa, alimentos tradicionales, 

artesanías, entre otros. Así como, el aumento en la demanda de 

servicios de hospedaje, construcción, turismo y transporte que permitan 

un mayor desarrollo del ecoturismo, para generar empleo, promover 

nuevos emprendimientos y futuras políticas públicas que permitan tanto 

la promoción como el desarrollo de nuestro turismo y artistas. Así le 

apostamos, a la producción de bienes y servicios en el marco de la 

Economía Naranja propuesta por el Gobierno en el Plan Nacional de 

Desarrollo 2019- 2022. 

 

Por otro lado, téngase en cuenta que Villavicencio no sólo es capital del 

departamento del Meta, sino que, como se mostrará, cuenta con pleno 

potencial para el desarrollo del turismo y la cultura. 

 

En segundo lugar, la Comisión de Ordenamiento Territorial del Senado 

de la República rindió concepto favorable al Proyecto de Ley, el 16 

septiembre de 2019, en el mismo indicó textualmente “Rindo concepto 

previo y favorable al Proyecto de Ley 344 de 2019 de 2019 Cámara “Por 

medio del cual se decreta a Villavicencio (Meta) Distrito Especial, 

Biodiverso, Turístico, Cultural, Agroindustrial y Educativo” En el mismo 

sentido la Comisión de Ordenamiento Territorial de la Cámara de 

Representantes el 8 de mayo de 2019 rindió su concepto considerando 

que “revisados los componentes legales, históricos, culturales, de 

desarrollo territorial, las finanzas públicas, el posicionamiento estratégico 

del municipio, la biodiversidad, el componente educativo, los miembros 

de la subcomisión rendimos previo y favorable de ley 344 de 2019 

Cámara (…). Conceptos que fueron votados favorablemente por las 

Comisiones de Ordenamiento Territorial de Senado y Cámara de 

Representantes en sesiones conjuntas el 24 de septiembre de 2019. 

 

Así mismo, en sesión extraordinaria de 5 de junio de 2019 la Comisión 

de Ordenamiento Territorial- COT emitió concepto que consta en el Acta 

No. 14, en el mismo se relacionan tres conceptos favorables: Ministerio 

del Interior, Universidad del Bosque y Universidad de Pamplona, no 

favorables: DNP, MVCT, MADS, CORPOCESAR, IGAC, MEN, MHCP, 

MADR /UPRA y con recomendaciones: DIRECCIONES TÉCNICAS 

DEL DNP (3), IGAC, PNNC, MINCIT.   

 

Por último, el 3 de abril de 2019, el Concejo Municipal rindió concepto 

favorable para que Villavicencio adquiera la calidad de distrito, por lo que 

el requisito exigido en el numeral 2 del artículo 8 de la Ley 1617 de 2013 

también está cumplido. 

 

A más de lo anterior, la posibilidad para la administración local de 

incentivar y fortalecer la actividad turística, a través del diseño e 

implementación de planes especialmente dedicados para ello, hacer 

extensivos los beneficios que sean compatibles del régimen de Zonas 

Francas Industriales de Servicios Turísticos al área del distrito en los 

casos previstos en la Ley, además de la posibilidad que adquiriría de 

solicitar al departamento que los dineros recaudados en su 

circunscripción sean invertidos preferencialmente en ellos. 

 

De otra parte, también resulta útil para la ciudad la posibilidad de 

administrar los bienes de uso público que puedan usufructuarse, por lo 

cual los bienes ubicados en el territorio que sean patrimonio de la 

Nación podrán ser administrados por las autoridades del respectivo 

distrito.  

 

Otras de las ventajas, que trae el cambio de municipio a distrito, tiene 

relación con el desarrollo de las actividades de reconstrucción, 

restauración y conservación de las áreas o zonas del territorio distrital, 

o bienes o conjunto de estos, eventos o acontecimientos que sean 

declarados o recibidos de la Nación. Si bien, en principio, podría llegar 

a considerarse que se trata de más funciones en cabeza de la entidad 

territorial, dado que, de conformidad con lo dispuesto en el parágrafo 

único del artículo 102 de la Ley 1617 de 2013, los Distritos tienen la 

posibilidad de acudir a varias fuentes de financiación para adelantar 

tales tareas, es claro que se estaría ante una nueva fuente de recursos 

que le sería de utilidad al ente territorial para conservar su patrimonio. 

Así, por ejemplo, se destaca que, de acuerdo con lo señalado en el 

artículo 2.4.2.8 del Decreto 1080 de 2015, dichas fuentes podrán incluir 

la Estampilla “Procultura”, si la entidad decide adoptarla, el Sistema 
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General de Participaciones y el Impuesto Nacional al Consumo sobre 

los servicios de telefonía, datos, internet y navegación móvil, 

establecido en los artículos 512-1 y 512-2 del Estatuto Tributario. 

 

De otro lado, la estructura institucional que adquiriría Villavicencio al 

convertirse en un Distrito Especial le permitirá profundizar la democracia 

participativa, en tanto contará con una organización político 

administrativa más a tono con los valores democráticos modernos. Si 

bien se conserva como instituciones máximas administrativas a la 

alcaldía y al concejo, las localidades tendrían una mayor participación 

dentro de su territorio, presidida por un alcalde. Así, cabe resaltar que 

se generan al interior de cada una de las juntas administradoras locales 

espacios de discusión y decisión en materias relacionadas con los 

respectivos planes de desarrollo, la vigilancia y control de los servicios 

públicos y proyectos de inversión, al tiempo que cumplirán con las 

funciones delegadas por el municipio en materia de construcción de 

obras y de servicios públicos. 

 

En resumen, la declaratoria de Distrito Especial, Biodiverso, Turístico, 

Cultural, Agroindustrial y Educativo al municipio de Villavicencio en el 

departamento del Meta permitiría, entre otros:  

 

- Mejorar la calidad de vida de sus habitantes. 

- Fortalecer su estructura administrativa y política y acercarla a los 

ciudadanos.  

- Hacerse partícipe de los recursos nacionales y departamentales 

para el desarrollo municipal.  

- Fortalecer y ampliar su actividad turística.  

- Ampliar las zonas francas de servicios turísticos.  

- Solicitar al Departamento del Meta que los dineros recaudados en 

su circunscripción sean invertidos y destinados preferencialmente 

en sus proyectos.  

- Suscribir contratos y convenios en el marco de la normatividad 

vigente, bajo las prerrogativas que en materia de acceso y 

estabilidad jurídica le son aplicables como distrito especial. 

- Profundizar la democracia participativa. 

 

En el orden socio-económico la transformación del municipio de 

Villavicencio a Distrito Especial, resultaría altamente conveniente para 

los habitantes y empresas establecidas en la ciudad, por estar 

encaminada a promover y afianzar el desarrollo económico en el 

mediano y largo plazo a través del fortalecimiento de sus sectores 

turístico, cultural, agroindustrial y educativo, con el propósito de obtener 

el mayor provecho posible de su ubicación estratégica y del avance 

generado por las vías de comunicación actuales y en construcción. 

En cuanto a su Biodiversidad y Agroindustria aclara que 
Villavicencio cuenta con la única vía nacional que, por ser la puerta 
de entrada de la “Media Colombia”, esto es la zona sur oriental del 
país, conformada por los departamentos de Arauca, Casanare, 
Vaupés, Vichada, Guainía, Guaviare y Meta, conecta esta región 
con el Distrito Capital y el centro y norte del país, por consiguiente 
se requiere que se requiere que Villavicencio, como puerta de entrada 

a dicha región, cuente con una institucionalidad fuerte que redunde en 

un afianzamiento de los mecanismos de protección y preservación del 

medio ambiente, protección de etnias, y ordenación, vigilancia y control 

sobre la explotación de las riquezas y los minerales que se encuentran 

en toda la región. 

 

En relación con el turismo y cultura, la ciudad de Villavicencio, 

ubicada tan sólo a 2 horas de Bogotá, conecta el centro del país con 

una de las regiones más biodiversas del planeta, con áreas únicas de 

naturaleza exuberante y única, dignas de ser apreciadas a través de 

una industria turística que tenga las garantías y el respaldo institucional 

para ejercer sus actividades de manera responsable y sostenible y que, 

a su vez, pueda ser eficientemente controlada por las autoridades para 

garantizar con ello el mantenimiento de la riqueza natural. 

 

En el sector educativo, por tratarse de la ciudad con mayor nivel de 

desarrollo y mejores condiciones de calidad de vida de la Orinoquia, 

Villavicencio se ha venido consolidando progresivamente como el 

centro regional de educación superior, al cual llegan jóvenes de los 

departamentos vecinos a recibir sus estudios en pregrado y posgrado. 

 

En esos términos, debe tenerse en cuenta que el artículo 286 de la 

Constitución Política establece que son entidades territoriales los 

departamentos, los distritos, los municipios y los territorios indígenas. 
 

Bajo ese parámetro, sobre la creación de distritos, señaló la Corte 

Constitucional en sentencia C- 494 de 2015 lo siguiente:  

 

“En cuanto a la creación de distritos como entidades 
territoriales, se observa que en la actualidad estas entidades 
territoriales han surgido de dos maneras: i) voluntad directa 
del Constituyente de 1991 o; ii) por acto legislativo. La Ley 

1454 de 2011“por la cual se dictan normas orgánicas sobre 

ordenamiento territorial y se modifican otras disposiciones”, si 

bien incluyó a los distritos en los esquemas asociativos 

territoriales (art. 10), reguló las asociaciones entre distritos (art. 

13) y asignó competencias normativas distritales (art. 29.3), no 

estableció las bases y condiciones para la existencia, 

modificación, fusión o eliminación de los distritos. 
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La Corte ha precisado que el acto de creación, eliminación, 

modificación o fusión de los distritos corresponde al Legislador 

mediante ley, salvo que el mismo poder constituyente se 
ocupe de ello, “En suma, a diferencia del municipio, la 

existencia de la entidad territorial distrital y sus vicisitudes - 

creación, modificación, fusión, eliminación - depende del 

Congreso de la República, a través de la ley, de conformidad con 

el artículo 150, numeral 4 de la Carta, a menos que el propio 
poder constituyente se ocupe de ello (…) 
…el acto de creación, eliminación, modificación o fusión de 

distritos, que debe consistir en una ley, se encuentra regido por 

otra norma legal, de naturaleza orgánica bajo cuyos parámetros 

se expide. Corresponde a tal norma legal establecer las “bases 

y condiciones” de existencia de los distritos y de otras entidades 

territoriales. Sólo que actualmente no existe en el ordenamiento 

jurídico una normatividad orgánica que predetermine tales 

“bases y condiciones”, vacío normativo que se ha suplido 

erigiendo municipios en distritos mediante acto constituyente o 

legislativo, como ocurría al amparo de la Constitución de 1886 

con sus reformas”1  

  

 
1 Corte Constitucional, Sentencia C-313 de 2009. M.P. Mauricio González Cuervo. 

En conclusión, las leyes orgánicas contienen unas 

características específicas que las diferencian de otro tipo de 

leyes, de acuerdo con el criterio material y formal que se ha sido 

acogido para identificar este tipo de leyes. Debido a que sujetan 

el ejercicio de la actividad legislativa y a las competencias y 

formalidades especiales que regulan, es factible que entren en 

conflicto con otro tipo de leyes. 

  

En materia de ordenamiento territorial, la jurisprudencia 

constitucional ha admitido que las bases y condiciones para la 

creación, modificación, fusión y eliminación de los distritos 

corresponden a materias propias del legislador orgánico 

territorial, a menos que dicho acto se eleve a rango 
constitucional, como ha venido ocurriendo. Asimismo, se ha 

establecido, de acuerdo con una interpretación sistemática y 

finalista de la Constitución, que el artículo 150, ordinal 4º, 

concerniente a la estructura y organización territorial, 

corresponde a un desarrollo del legislador orgánico, así no se 

utilice de manera expresa la expresión “ley orgánica”. 

 

En conclusión, frente a la posibilidad de crear distritos especiales no 

solamente a través de leyes ordinarias derivadas de la ley orgánica 

1617 de 2013, sino también a través de modificación de la Constitución 

tramitada en el Congreso de la República, de conformidad con el 

artículo 374 de la Carta Magna que señala:    

 

 “La Constitución Política podrá ser reformada por el Congreso, por una 

Asamblea Constituyente o por el pueblo mediante referendo” 

 

En ese entendido la conformación de un Distrito bajo la modalidad de 

modificación constitucional requiere: ser tramitado a través de Acto 

Legislativo y que el mismo que sea presentado por al menos diez 

miembros del Congreso. Lo cierto es que hoy es posible crear una 

entidad distrital mediante un acto legislativo; como ejemplo de ello se 

puede mencionar el Acto Legislativo No. 02 de 2.018 por el cual se 

modificaron los artículos 328 y 356 de la Constitución Política y se elevó 

a categoría de distrito especial, industrial, portuario, biodiverso y 

ecoturísticos a las ciudades de Buenaventura y Tumaco. Dicha reforma 

constitucional modificó los mismos artículos que pretende cambiar el 

presente proyecto de acto legislativo.  

 

 
JAIME RODRIGUEZ CONTRERAS              JONATAN TAMAYO PÉREZ 
Representante a la Cámara            Senador 
Departamento de Meta 

 
 
 
 
 
CESAR AUGUSTO LORDUY M                     JULIO CESAR TRIANA QUINTERO  
Representante a la Cámara           Representante a la Cámara 
 
 
 

 
JOSE DANIEL LOPEZ                        ALEXANDER BERMÚDEZ LASSO         
Representante a la Cámara   Representante a la Cámara 
         
                                         
            
                                                                               
 
                                                                                

                                                                               
ERWIN ARIAS BETANCUR                       JORGE MENDEZ HERNANDEZ  
Representante a la Cámara       Representante a la Cámara 
 
 
 
 

 
OSCAR CAMILO ARANGO                         ALEJANDRO VEGA PEREZ 
Representante a la Cámara          Representante a la Cámara 

                                                         

          

ALEJANDRO VEGA PEREZ

      ALEXANDER BERMÚDEZ LASSO  
Representante a la Cámara
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GERMAN NAVAS Eduardo Emilio Pacheco Cuello
Representante a la Cámara Senador de la República
 
 
 

 
___________________________                      _________________________  
 
 
 
 
 
___________________________                      _________________________  
 
 

RUBY HELENA CHAGÜI SPATH
Senadora de la República

_______________________________________________
RUBY HEEEEEEEEEEEELENA CCCCCCCCCCCHAGÜI SPA
S d d l RRRRRRRRRR úbliSenadoraaaaaaaaaaa de la RRRRRRRRRRReepública

______________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________

___________________________

 
SECCIÓN DE LEYES 

SENADO DE LA REPÚBLICA – SECRETARIA GENERAL – TRAMITACIÓN 
LEYES 

Bogotá D.C., 25 de agosto de 2020  
 
Señor Presidente:   
 
Con el fin de repartir el Proyecto de Acto Legislativo No. 17/20 Senado “POR EL CUAL SE 
MODIFICAN LOS ARTÍCULOS 328 Y 356 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
OTORGÁNDOLE AL MUNICIPIO DE VILLAVICENCIO (META) LA CATEGORIA ESPECIAL 
DE DISTRITO BIODIVERSO, TURÍSTICO, CULTURAL, AGROINDUSTRIAL Y EDUCATIVO”, 
me permito remitir a su despacho el expediente de la mencionada iniciativa, presentada el día 
de hoy ante la Secretaría General del Senado de la República por los Honorables Senadores 
JONATAN TAMAYO PEREZ, EDUARDO EMILIO PACHECO CUELLO, RUBY HELENA 
CHAGUI SPATH, GABRIEL JAIME VELASCO, ESPERANZA ANDRADE DE OSSO; y los 
Honorables Representantes JOSE DANIEL LOPEZ, ALEXANDER BERMÚDEZ LASSO, 
ERWIN ARIAS BETANCUR, JORGE MENDEZ HERNANDEZ, OSCAR CAMILO ARANGO, 
ALEJANDRO VEGA PEREZ.  La materia de que trata el mencionado Proyecto de Acto 
Legislativo es competencia de la Comisión PRIMERA Constitucional Permanente del Senado 
de la República, de conformidad con las disposiciones Constitucionales y Legales.         
   
 
 
 
 
GREGORIO ELJACH PACHECO 
Secretario General  

 
PRESIDENCIA DEL H. SENADO DE LA REPÚBLICA – AGOSTO 25 DE 2020 

  
De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por repartido el precitado Proyecto 
de Acto Legislativo a la Comisión PRIMERA Constitucional y envíese copia del mismo a la 
Imprenta Nacional para que sea publicado en la Gaceta del Congreso. 
 
CÚMPLASE  
 
EL PRESIDENTE DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA 
 
 
 
 
ARTURO CHAR CHALJUB 
 
SECRETARIO GENERAL DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA 

 
 
 
 
GREGORIO ELJACH PACHECO  

PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO NÚMERO 18 DE 2020 SENADO
por el cual se establecen requisitos adicionales para acceder a los altos cargos del Estado  

y se dictan otras disposiciones.

PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO No _____ de 2020 

 

 

“POR EL CUAL SE ESTABLECEN REQUISITOS ADICIONALES PARA 

ACCEDER A LOS ALTOS CARGOS DEL ESTADO Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES” 

 

EL CONGRESO DE COLOMBIA  

 

DECRETA: 

 

ARTÍCULO 1. Objeto. El presente Acto Legislativo tiene por objeto establecer como 

requisito adicional a los vigentes para acceder a los altos cargos del Estado, que aún no lo 

exigen, el poseer título universitario de pregrado. 

 

 

ARTÍCULO 2. Modifíquese el artículo 172 de la Constitución Política de Colombia, el 

cual quedará así: 

 

 

Artículo 172. Para ser elegido senador se requiere ser colombiano de nacimiento, ciudadano 

en ejercicio, tener título universitario de pregrado y ser mayor de treinta años de edad en la 

fecha de la elección. 

Parágrafo. El requisito de título universitario no será exigible a los senadores electos por la 

circunscripción nacional especial por comunidades indígenas.  

 

 

ARTÍCULO 3. Modifíquese el artículo 177 de la Constitución Política de Colombia, el 

cual quedará así: 

 

 

Artículo 177. Para ser elegido representante se requiere ser ciudadano en ejercicio, tener 

título universitario de pregrado y ser mayor de veinticinco años de edad en la fecha de la 

elección. 

 

Parágrafo. El requisito de título universitario no será exigible a los representantes electos 

por las circunscripciones especiales.  

 

 

ARTÍCULO 4. Modifíquese el artículo 191 de la Constitución Política de Colombia, el 

cual quedará así: 

 

 

Artículo 191. Para ser Presidente de la República se requiere ser colombiano por nacimiento, 

ciudadano en ejercicio, tener título universitario de pregrado y ser mayor de treinta años. 
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ARTÍCULO 5: Vigencia y derogatoria. El presente Acto Legislativo entrará en vigencia a 

partir del 20 de julio de 2022 y modifica los artículos 172, 177 y 191 de la Constitución 

Política de Colombia. 

 

 

A consideración de los Honorables Congresistas,  

 

 

 

 

NICOLÁS PÉREZ VÁSQUEZ 

Senador de la República 

Centro Democrático 

 

 

 

 

 

 

 

RUBY HELENA CHAGÜI SPATH          CÉSAR EUGENIO MARTÍNEZ 

Senadora de la República               Representante a la Cámara 

Centro Democrático                          Centro Democrático 

 
 

CARLOS MEISEL VERGARA             JOHN HAROLD SUÁREZ VARGAS 

Senador de la República                  Senador de la República 

Centro Democrático               Centro Democrático 

 

 

 

 

 

CHRISTIAN GARCÉS   MARÍA DEL ROSARIO GUERRA DE LA ESPRIELLA 

Representante a la Cámara                 Senadora de la República 

Centro Democrático               Centro Democrático 

 

     

 

 

 

 

ENRIQUE CABRALES BAQUERO                      JUAN MANUEL DAZA IGUARÁN 

Representante a la Cámara               Representante a la Cámara 

Centro Democrático               Centro Democrático  

 

 

 

 

 

AMANDA ROCÍO GONZÁLEZ R.                  ÓSCAR DARÍO PÉREZ PINEDA 

Senadora de la República               Representante a la Cámara 

Centro Democrático               Centro Democrático 

 

 

 

 

 

CIRO ALEJANDRO RAMÍREZ                 JUAN FERNANDO ESPINAL RAMÍREZ 

Senador de la República               Representante a la Cámara 

Centro Democrático                Centro Democrático 

 

 

 

 

 

 

EDWARD DAVID RODRÍGUEZ        FERNANDO NICOLÁS ARAUJO 

Representante a la Cámara        Senador de la República 

Centro Democrático               Centro Democrático 

ÍCIRO ALEJANDRO RAMÍREZ

 

 

 

 

GABRIEL JAIME VALLEJO CHUFJI           ALEJANDRO CORRALES ESCOBAR 

Representante a la Cámara        Senador de la República 

Centro Democrático               Centro Democrático 
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Bogotá D.C., 25 de agosto de 2020 

 

Senador 

ARTURO CHAR 

Presidente 

SENADO DE LA REPÚBLICA 

Ciudad

 

 

PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO No _____ de 2020 

 

“POR EL CUAL SE ESTABLECEN REQUISITOS ADICIONALES PARA 

ACCEDER A LOS ALTOS CARGOS DEL ESTADO Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES” 

 

EXPOSICION DE MOTIVOS: 

 

 

1. Objeto del proyecto de acto legislativo 

 

 

La presente iniciativa busca establecer como requisito adicional para acceder a aquellos altos 

cargos del Estado, que actualmente no lo exigen, el tener un título universitario  

2. Justificación: 

 

a. Marco vigente 

 

El marco constitucional vigente establece los requisitos que debe acreditar toda persona que 

pretenda acceder a los altos cargos del Estado, tales como congresistas, magistrados de altas 

cortes, ministros, directores de departamentos administrativos y las cabezas de los órganos 

de control. 

 

Sin embargo, de todos estos solamente a los pertenecientes de la rama judicial y a algunos de 

los órganos de control se les exige tener título profesional para ejercer el cargo. 

 

En efecto, tal es el caso de los Magistrados de las altas cortes1, del Fiscal General de la 

Nación2, del Contralor General de la República3 y del Defensor del Pueblo4. Sin embargo, a 

los Senadores, los Representantes a la Cámara, los Ministros, los Directores de 

Departamentos Administrativos y al Presidente de la Republica no les es requerido el 

cumplimiento de tal requisito. 

 

Es decir, bajo el contexto actual el desempeño de las funciones de los principales actores de 

dos de las tres ramas del poder público no requiere, desde un punto de vista formal, si quiera 

un conocimiento mínimo sobre los aspectos a tratar. 

                                                
1 Constitución Política de Colombia, artículo 232. 
2 Constitución Política de Colombia, artículo 249. 
3 Constitución Política de Colombia, artículo 267.  
4 Ley 24 de 1992, artículo 3. 

Ahora bien, el hecho que no se exija un título universitario como requisito para acceder a 

estos cargos no quiere decir que automáticamente dichas posiciones vayan a estar ocupadas 

por funcionarios que no tienen la idoneidad necesaria. 

 

No obstante, es bastante común que en el legislativo, más que en el ejecutivo, se presenten 

casos de parlamentarios que no poseen título universitario, situación que conlleva a que la 

falta de conocimiento técnico sobre los aspectos que se analizan en el marco de las 

discusiones parlamentarias no tengan la profundidad requerida para que el Congreso logre 

ejercer un efectivo contrapeso al marcado modelo híper-presidencialista vigente en 

Colombia, situación que conlleva a que, por ejemplo, muchas veces las iniciativas legislativas 

gubernamentales sean aprobadas sin el nivel de discusión técnica que requerirían. 

 

Debido a lo anterior, el presente Acto Legislativo busca que todas las personas que pretendan 

acceder a los altos cargos del Estado, en cualquiera de sus ramas, deban tener, como mínimo, 

un título universitario, lo cual garantizaría unas condiciones básicas para el correcto ejercicio 

de sus funciones. 

 

b. No sustitución de la Constitución  

 

Desde que la Corte Constitucional aplicó la doctrina de los limites materiales al poder de 

reforma en la Sentencia C-551/03, bajo la figura del control de constitucionalidad por vicios 

de competencia, ese tribunal ha desarrollado una basta jurisprudencia respecto de las 

facultades que tiene el Congreso de la República al momento de realizar reformas 

constitucionales. 

En concreto, dichos pronunciamientos han sostenido que el legislativo puede reformar la 

Constitución, pero en ningún caso ha de sustituir alguno de sus elementos esenciales, toda 

vez que tal actuación es competencia exclusiva del constituyente primario. 

 

Debido a esta situación, es menester manifestar que la presente iniciativa no sustituye ningún 

elemento esencial del texto superior y, por el contrario, establece un requisito adicional para 

acceder a determinados cargos estatales que está completamente ajustado tanto a la 

jurisprudencia constitucional como a los tratados internacionales de derechos humanos 

ratificados por el Estado Colombiano5. 
 

En efecto, la Corte Constitucional de manera reiterada6 ha resaltado el carácter de 

fundamental que tiene el derecho a la participación política7, el cual es universal y expansivo8 
y les da la posibilidad a las personas de ejercer las siguientes acciones:  

 

“i) elegir y ser elegidos; ii) tomar parte en elecciones, en plebiscitos, en referendos, en 

consultas populares y otras formas de participación democrática; iii) constituir partidos, 

movimientos y agrupaciones políticas sin ninguna limitación; iv) interponer acciones 

                                                
5 Declaración Universal de Derechos Humanos, artículo 21. Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
artículo 25. Convención Americana de Derechos Humanos, artículo 23. 
6 Véase, entre otras, las siguientes sentencias: T-469/92, T-045/93, T-1050/02, T-1337/01, C-329/03. 
7 Constitución Política de Colombia, artículo 40. 
8 Corte Constitucional. Sentencia C-101/18. F.J. 28. M.P. Gloria Stella Ortiz. 
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públicas en defensa de la Constitución y la ley; y v) acceder al desempeño de funciones 

y cargos públicos, entre otros”9 

 

No obstante, a pesar de su relevancia para el desarrollo de un Estado democrático este 

derecho, al igual que los demás, no es absoluto y es susceptible de limitaciones siempre y 

cuando estas no afecten su núcleo esencial10. 

 

Al respecto, la jurisprudencia constitucional ha sido clara al establecer que el proceso de 

acceso a los cargos públicos, como expresión del derecho a la participación política, no puede 

estar sujeto a “exigencias irrealizables que tornen nugatoria la posibilidad de que los 

ciudadanos participen en el ejercicio de la función pública en igualdad de oportunidades”11. 

 

En este contexto, es necesario señalar que el presente Acto Legislativo no establece requisitos 

a los cuales solamente unos pocos privilegiados dentro de la sociedad pueden acceder, como 

si lo podría ser, por ejemplo, requerir formación doctoral, experiencia profesional o manejo 

de idiomas. Por el contrario, la exigencia de un título universitario de pregrado lo que busca 

es que las personas que accedan a las altas posiciones dentro del Estado posean un 

conocimiento técnico mínimo para que el desarrollo de las funciones de la entidad donde se 

encuentran vinculadas se lleve a cabo de la mejor manera posible. 

 

                                                
9 Corte Constitucional. Sentencia C-101/18. F.J. 27. M.P. Gloria Stella Ortiz. 
10 Vease, entre otras, las Sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos Yatama v. Nicaragua y 
Castañeda Gutman v. Estados Unidos Mexicanos. 
11 Vease, entre otras, las sentencias C-537/93, C-200/01, C-408/01 y C-100/04, reiteradas en la sentencia C-
101/18, F.J. 34. 

De hecho, resulta paradójico que el marco legal vigente les exija más requisitos académicos 

y profesionales a las personas de la administración pública y a los contratistas que 

desempeñan sus funciones en entidades estatales que a aquellos funcionarios que fungen 

como cabezas de dichos órganos y deben establecer los lineamientos y las políticas que se 

han de llevar a cabo. 

 

Además, por ejemplo, el ordenamiento constitucional actualmente no solamente exige el 

cumplimiento de una determinada edad para el acceso a ciertos cargos, sino que ya tiene 

establecido que buena parte de los altos funcionarios del Estado, como el Contralor, tengan 

que acreditar un título profesional más un mínimo de experiencia profesional. 

 

De igual manera, cabe señalar que las limitaciones en el ejercicio del derecho bajo mención 

actualmente encuentran otras expresiones reconocidas por la jurisprudencia constitucional 

como la existencia del régimen de inhabilidades e incompatibilidades para cada cargo, el cual 

constituye una de las principales restricciones para que los ciudadanos tengan la posibilidad 

de acceder a las dignidades públicas. 

 

Asimismo, la prohibición establecida en la reforma al equilibrio de poderes de la reelección 

en cargos como la Presidencia de la República, los magistrados de las altas cortes o las 

cabezas de los órganos de control fungen como notorias limitaciones a un derecho que si bien 

es verdad es fundamental para el desarrollo del devenir democrático de la Nación, como se 

mencionó anteriormente, no tiene el carácter de absoluto. 

 

Adicionalmente, vale recalcar que la presente iniciativa no afecta el proceso de conformación 

de partidos políticos, el ejercicio del sufragio o la posibilidad de expresar opiniones respecto 

del funcionamiento del Estado, así como tampoco altera los requisitos para fungir como 

alcalde, gobernador, concejal, diputado o edil. Es decir, de las múltiples expresiones del 

derecho a la participación política solamente se está estableciendo una limitación 

proporcional para el acceso a unos cargos puntuales que acarrean la toma de decisiones de 

trascendencia nacional. 

 

Debido a lo anterior, es claro que la presente iniciativa no sustituye ningún elemento esencial 

de la Constitución. De hecho, desarrolla sus postulados para establecer una exigencia 

completamente proporcional a las responsabilidades inherentes a las altas dignidades 

estatales, respaldada por la jurisprudencia nacional e internacional y para nada arbitraria que 

no afecta el núcleo esencial de ninguno de los derechos consagrados en el texto superior, así 

como tampoco altera los cimientos que definen su identidad.  

 

c. Educación superior en Colombia 

 

De acuerdo a la OCDE el 22% de los colombianos entre los 25 y 64 años tienen título 

universitario12, mientras que en los demás países de esa organización dicho indicador 

asciende al 39%, lo cual nos genera un déficit comparativo de 17 puntos porcentuales. 

 

Al respecto, cabe señalar que así como la presente iniciativa busca tecnificar el desempeño 

de las funciones de los altos cargos del Estado, también es consciente de la necesidad de 

fortalecer la penetración de la educación superior en la sociedad colombiana. 

                                                
12 El Tiempo (2018). Solo el 22 % de los colombianos tiene un título universitario. Disponible en:  
https://www.eltiempo.com/vida/educacion/la-ocde-asegura-que-solo-el-22-por-ciento-de-los-colombianos-
tienen-un-titulo-universitario-266796  

Sin embargo, cabe resaltar que ambos procesos, lejos de ser excluyentes, deben llevarse a 

cabo de manera simultanea, para lo cual será necesario promover, a través de otras iniciativas 

legislativas, el acceso a la educación superior, por ejemplo, por medios virtuales, de forma 

tal que los connacionales puedan beneficiarse de un ejercicio legislativo y gubernamental de 

calidad y, al mismo tiempo, de mayores posibilidades de formación académica. 

 

d. Explicación del articulado 

 

El presente Acto Legislativo consta de 5 artículos. El primero, establece el objeto de la 

iniciativa. El segundo y el tercero abordan los requisitos para ser elegido Senador y 

Representante a la Cámara respectivamente. 

 

Frente a esto, cabe resaltar que el artículo 207 de la Constitución establece que los Ministros 

y Directores de Departamentos Administrativos deberán cumplir los mismos requisitos 

exigidos para ser Representante a la Cámara, razón por la cual con esta disposición se 

modifican las condiciones para estos altos cargos de la rama legislativa y ejecutiva al tiempo. 

 

De igual manera, en ambos artículos se hace claridad que la exigencia de título universitario 

no será aplicable a los congresistas electos por circunscripciones especiales.  

 

El cuarto, se refiere a los requisitos para ser elegido Presidente de la República. Finalmente, 

el artículo quinto establece que el presente Acto Legislativo entrará a regir a partir del 20 de 

julio de 2022, toda vez que de ser aprobada esta iniciativa se podría generar un eventual con 
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aquellos parlamentarios electos para el periodo 2018-2022 que no cuentan con un título 

universitario. 

 

Por ello, para evitar que este tipo de discusiones emerjan tanto en el trámite como tras la 

eventual aprobación de esta iniciativa, el artículo de la vigencia establece que el Acto 

Legislativo entrará a regir desde la fecha mencionada, donde se posesionará el Congreso 

electo para el periodo 2022-2026 y cuyos integrantes son completamente inciertos al 

momento de radicar este proyecto.   

 

A consideración de los Honorables Congresistas,  

 

 

 

 

NICOLÁS PÉREZ VÁSQUEZ 

Senador de la República 

Centro Democrático 

 

 

 

 

RUBY HELENA CHAGÜI SPATH          CÉSAR EUGENIO MARTÍNEZ 

Senadora de la República               Representante a la Cámara 

Centro Democrático                          Centro Democrático 

 
 

CARLOS MEISEL VERGARA             JOHN HAROLD SUÁREZ VARGAS 

Senador de la República                  Senador de la República 

Centro Democrático               Centro Democrático 

 

 

 

 

 

CHRISTIAN GARCÉS   MARÍA DEL ROSARIO GUERRA DE LA ESPRIELLA 

Representante a la Cámara                 Senadora de la República 

Centro Democrático               Centro Democrático 

 

     

 

 

 

 

ENRIQUE CABRALES BAQUERO                      JUAN MANUEL DAZA IGUARÁN 

Representante a la Cámara               Representante a la Cámara 

Centro Democrático               Centro Democrático  

 

 

 

 

 

AMANDA ROCÍO GONZÁLEZ R.                  ÓSCAR DARÍO PÉREZ PINEDA 

Senadora de la República               Representante a la Cámara 

Centro Democrático               Centro Democrático 

 

 

 

 

 

CIRO ALEJANDRO RAMÍREZ                 JUAN FERNANDO ESPINAL RAMÍREZ 

Senador de la República               Representante a la Cámara 

Centro Democrático                Centro Democrático 

 

 

 

 

 

 

EDWARD DAVID RODRÍGUEZ        FERNANDO NICOLÁS ARAUJO 

Representante a la Cámara        Senador de la República 

Centro Democrático               Centro Democrático 

ÍCIRO ALEJANDRO RAMÍREZ

 

 

 

 

GABRIEL VALLEJO CHUFJI        ALEJANDRO CORRALES 

Representante a la Cámara        Senador de la República 

Centro Democrático                          Centro Democrático 
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PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO NÚMERO 
19 DE 2020 SENADO

por medio del cual se modifica el artículo 219, en su inciso 
2º de la Constitución Política de Colombia.

 
SECCIÓN DE LEYES 

SENADO DE LA REPÚBLICA – SECRETARIA GENERAL – TRAMITACIÓN 
LEYES 

Bogotá D.C., 25 de agosto de 2020  
 
Señor Presidente:   
 
Con el fin de repartir el Proyecto de Acto Legislativo No. 18/20 Senado “POR EL CUAL SE 
ESTABLECEN REQUISITOS ADICIONALES PARA ACCEDER A LOS ALTOS CARGOS DEL 
ESTADO Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”, me permito remitir a su despacho el 
expediente de la mencionada iniciativa, presentada el día de hoy ante la Secretaría General del 
Senado de la República por los Honorables Senadores NICOLÁS PÉREZ VÁSQUEZ, RUBY 
HELENA CHAGÜI SPATH, CARLOS MEISEL VERGARA, JOHN HAROLD SUÁREZ VARGAS, 
MARÍA DEL ROSARIO GUERRA DE LA ESPRIELLA, AMANDA ROCÍO GONZÁLEZ 
RODRIGUEZ, CIRO ALEJANDRO RAMÍREZ, FERNANDO NICOLÁS ARAUJO RUMIE, 
ALEJANDRO CORRALES ESCOBAR; y los Honorables Representantes CÉSAR EUGENIO 
MARTÍNEZ, CHRISTIAN GARCÉS, ENRIQUE CABRALES BAQUERO, JUAN MANUEL DAZA 
IGUARÁN, ÓSCAR DARÍO PÉREZ PINEDA, JUAN FERNANDO ESPINAL RAMÍREZ, 
EDWARD DAVID RODRÍGUEZ, GABRIEL JAIME VALLEJO CHUFJI.  La materia de que trata 
el mencionado Proyecto de Acto Legislativo es competencia de la Comisión PRIMERA 
Constitucional Permanente del Senado de la República, de conformidad con las disposiciones 
Constitucionales y Legales.         
   
 
 
 
GREGORIO ELJACH PACHECO 
Secretario General  

 
PRESIDENCIA DEL H. SENADO DE LA REPÚBLICA – AGOSTO 25 DE 2020 

  
De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por repartido el precitado Proyecto 
de Acto Legislativo a la Comisión PRIMERA Constitucional y envíese copia del mismo a la 
Imprenta Nacional para que sea publicado en la Gaceta del Congreso. 
 
CÚMPLASE  
 
EL PRESIDENTE DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA 
 
 
 
ARTURO CHAR CHALJUB 
 
SECRETARIO GENERAL DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA 

 
 
 
 
GREGORIO ELJACH PACHECO  
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SECCIÓN DE LEYES 

SENADO DE LA REPÚBLICA – SECRETARIA GENERAL – TRAMITACIÓN 
LEYES 

Bogotá D.C., 27 de agosto de 2020  
 
Señor Presidente:   
 
Con el fin de repartir el Proyecto de Acto Legislativo No. 19/20 Senado “POR MEDIO DEL 
CUAL SE MODIFICA EL ARTÍCULO 219, EN SU INCISO 2º DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE COLOMBIA”, me permito remitir a su despacho el expediente de la mencionada 
iniciativa, presentada el día de hoy ante la Secretaría General del Senado de la República por 
los Honorables Senadores EDGAR ENRIQUE PALACIO MIZRAHI, JOHN MILTON 
RODRÍGUEZ GONZÁLEZ, EDUARDO EMILIO PACHECO CUELLO, DIDIER LOBO 
CHINCHILLA, JONATAN TAMAYO PEREZ, CIRO ALEJANDRO RAMÍREZ CORTÉS, 
EDUARDO ENRIQUE PULGAR DAZA; y los Honorables Representantes CARLOS EDUARDO 
ACOSTA LOZANO, JOSE VICENTE CARREÑO CASTRO, JAIME ARMANDO YEPES 
MARTÍNEZ.  La materia de que trata el mencionado Proyecto de Acto Legislativo es 
competencia de la Comisión PRIMERA Constitucional Permanente del Senado de la República, 
de conformidad con las disposiciones Constitucionales y Legales.         
   
 
 
 
GREGORIO ELJACH PACHECO 
Secretario General  

 
PRESIDENCIA DEL H. SENADO DE LA REPÚBLICA – AGOSTO 27 DE 2020 

  
De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por repartido el precitado Proyecto 
de Acto Legislativo a la Comisión PRIMERA Constitucional y envíese copia del mismo a la 
Imprenta Nacional para que sea publicado en la Gaceta del Congreso. 
 
CÚMPLASE  
 
EL PRESIDENTE DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA 
 
 
 
 
ARTURO CHAR CHALJUB 
 
SECRETARIO GENERAL DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA 

 
 
 
 
 
GREGORIO ELJACH PACHECO  

PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO NÚMERO 20 DE 2020 SENADO

por el cual se reforman los artículos 126, 231, 254, 257, 264, 266, 267, 274, 276 y 281 de la Constitución 
Política de Colombia, referente a la elección por concurso de los servidores públicos.

PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 

 

“POR EL CUAL SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 126, 231, 254, 257, 264, 266, 267 
274, 276 Y 281 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA, REFERENTE 

A LA ELECCIÓN POR CONCURSO DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS”  

 

EL CONGRESO DE COLOMBIA 

DECRETA: 

 

Artículo 1º. El artículo 126 de la Constitución Política de Colombia quedará así: 

 

Los servidores públicos no podrán en ejercicio de sus funciones, nombrar, postular, ni 
contratar con personas con las cuales tengan parentesco hasta el cuarto grado de 
consanguinidad, segundo de afinidad, primero civil, o con quien estén ligados por matrimonio 
o unión permanente. 

Tampoco podrán nombrar ni postular como servidores públicos, ni celebrar contratos estatales, 
con quienes hubieren intervenido en su postulación o designación, ni con personas que tengan 
con estas los mismos vínculos señalados en el inciso anterior. 

Se exceptúan de lo previsto en este artículo los nombramientos que se hagan en aplicación de 
las normas vigentes sobre ingreso o ascenso por méritos en cargos de carrera. 

La selección y elección de servidores públicos será regulada por concurso de méritos 
conforme a la Ley. Cuando se trate de selección y elección de servidores públicos a que 
se refiere el inciso final del presente artículo, deberá estar precedida de una convocatoria 
pública a un concurso de méritos, por una universidad pública y otra privada de alta 
calidad escogidas por el Consejo Nacional de Acreditación CNA o quien haga sus veces. 
El trámite será regulado por la Ley vigente, en la que se fijen los requisitos y 
procedimientos, que garanticen los principios de publicidad, transparencia, 
participación ciudadana, equidad de género y criterios de mérito para su selección y 
elección. El cargo será ejercido por la persona que hubiere obtenido el mayor puntaje.  

Los servidores públicos permanecerán en el ejercicio de su cargo hasta la edad de retiro 
forzoso, salvo los casos señalados taxativamente en la Ley.   

Quien haya ejercido en propiedad, alguno de los cargos en la siguiente lista, no podrá ser 
seleccionado y elegidos para el mismo. Tampoco podrá postularse a convocatorias públicas 

a un concurso de méritos para otro de estos cargos, ni ser elegido a un cargo de elección 
popular, sino un año después de haber cesado en el ejercido de sus funciones: 

Magistrado de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado, 
Consejo Superior de la Judicatura, de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial, 
Miembro del Consejo Nacional Electoral, Fiscal General de la Nación, Procurador General de 
la Nación, Defensor del Pueblo, Contralor General de la República y Registrador Nacional del 
Estado Civil.  

 

Artículo 2º. El artículo 231 de la Constitución Política de Colombia quedara así:   

 

Artículo 231. Los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado serán 
seleccionados y elegidos por una universidad pública y otra privada de alta calidad, de 
lista de elegibles conformada por convocatoria pública a un concurso de méritos. El 
cargo será ejercido por la persona o personas que hubieren obtenido el mayor puntaje 
con base en lo dispuesto en el artículo 126 de la Constitución Política de Colombia. 

 

En el conjunto de procesos de selección de los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia y 
del Consejo de Estado se atenderá el criterio de equilibrio entre quienes provienen del ejercicio 
profesional, de la Rama Judicial y de la academia.  

 

Artículo 3º. El artículo 249 de la Constitución Política de Colombia quedará así: 

Artículo 249. La Fiscalía General de la Nación estará integrada por el Fiscal General, los 
fiscales delegados y los demás funcionarios que determine la ley.  

El Fiscal General de la Nación será seleccionado y elegido por una universidad pública y 
otra privada de alta calidad, de lista de elegibles conformada por convocatoria pública a 
un concurso de méritos. El cargo será ejercido por la persona que hubiere obtenido el 
mayor puntaje con base en lo dispuesto en el artículo 126 de la Constitución Política de 
Colombia. 

Debe reunir las mismas calidades exigidas para ser Magistrado de la Corte Suprema de 
Justicia. La Fiscalía General de la Nación forma parte de la rama judicial y tendrá autonomía 
administrativa y presupuestal. 
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Artículo 4º. El artículo 254 de la Constitución Política de Colombia quedara así:   

 

Artículo 254. El Consejo Superior de la Judicatura estará integrado por seis magistrados 
seleccionados y elegidos, por una universidad pública y otra privada de alta calidad, de 
lista de elegibles conformada por convocatoria pública a un concurso de méritos. Los 
cargos serán ejercidos por las personas que hubieren obtenido el mayor puntaje con base 
en lo dispuesto en el artículo 126 de la Constitución Política de Colombia. 

 

Artículo 5º. El artículo 257 A de la Constitución Política de Colombia quedará así: 

 

Artículo 257 A. La Comisión Nacional de Disciplina Judicial ejercerá la función jurisdiccional 
disciplinaria sobre los funcionarios y empleados de la Rama Judicial. Estará conformada por 
siete Magistrados, cuatro de los cuales serán seleccionados y elegidos por una universidad 
pública y otra privada de alta calidad, previa convocatoria pública reglada, de lista de 
elegibles conformada por convocatoria pública a un concurso de méritos. Los cargos 
serán ejercidos por las personas que hubieren obtenido el mayor puntaje con base en lo 
dispuesto en el artículo 126 de la Constitución Política de Colombia, y deberán cumplir 
con los mismos requisitos exigidos para ser Magistrado de la Corte Suprema de Justicia. 

Podrá haber Comisiones Seccionales de Disciplina Judicial integradas como lo señale la ley.  

La Comisión Nacional de Disciplina Judicial será la encargada de examinar la conducta y 
sancionar las faltas de los abogados en ejercicio de su profesión, en la instancia que señale la 
ley, salvo que esta función se atribuya por la ley a un Colegio de Abogados.  

Parágrafo. La Comisión Nacional de Disciplina Judicial y las Comisiones Seccionales de 
Disciplina Judicial no serán competentes para conocer de acciones de tutela.  

Parágrafo Transitorio 1°. Los Magistrados de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial 
deberán ser elegidos dentro del año siguiente a la vigencia del presente acto legislativo. Una 
vez posesionados, la Comisión Nacional de Disciplina Judicial asumirá los procesos 
disciplinarios de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura. 
Los actuales Magistrados de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la 
Judicatura, ejercerán sus funciones hasta el día que se posesionen los miembros de la Comisión 
Nacional de Disciplina Judicial. Las Salas Disciplinarias de los Consejos Seccionales de la 
Judicatura serán transformadas en Comisiones Seccionales de Disciplina Judicial. Se 
garantizarán los derechos de carrera de los Magistrados y empleados de las salas disciplinarias 
de los Consejos Seccionales de la Judicatura quienes continuarán conociendo de los procesos 
a su cargo, sin solución de continuidad. 

Artículo 6º. El artículo 264 de la Constitución Política de Colombia quedará así: 

 

Artículo 264. El Consejo Nacional Electoral se compondrá de nueve (9) miembros 
seleccionados y elegidos por una universidad pública y otra privada de alta calidad, de 
lista de elegibles conformada por convocatoria pública a un concurso de méritos. Los 
cargos serán ejercidos por las personas que hubieren obtenido el mayor puntaje con base 
en lo dispuesto en el artículo 126 de la Constitución Política de Colombia. Sus miembros 
serán servidores públicos de dedicación exclusiva, tendrán las mismas calidades, 
inhabilidades, incompatibilidades y derechos de los Magistrados de la Corte Suprema de 
Justicia. 

 

Artículo 7º. El artículo 266 de la Constitución Política de Colombia quedará así: 

 

Artículo 266. El Registrador Nacional del Estado Civil será seleccionado y elegido por una 
universidad pública y otra privada de alta calidad, de lista de elegibles conformada por 
convocatoria pública a un concurso de méritos. El cargo será ejercido por la persona que 
hubiere obtenido el mayor puntaje con base en lo dispuesto en el artículo 126 de la 
Constitución Política de Colombia. Deberá reunir las mismas calidades que exige la 
Constitución Política para ser Magistrado de la Corte Suprema de Justicia y no haber ejercido 
funciones en cargos directivos en partidos o movimientos políticos dentro del año 
inmediatamente anterior a su elección.  

Ejercerá las funciones que establezca la ley, incluida la dirección y organización de las 
elecciones, el registro civil y la identificación de las personas, así como la de celebrar contratos 
en nombre de la Nación, en los casos que aquella disponga. 

 

Artículo 8º. El artículo 267 de la Constitución Política de Colombia quedará así: 

 

Artículo 267. El control fiscal es una función pública que ejercerá la Contraloría General de 
la República, la cual vigila la gestión fiscal de la administración y de los particulares o 
entidades que manejen fondos o bienes de la Nación. Dicho control se ejercerá en forma 
posterior y selectiva conforme a los procedimientos, sistemas y principios que establezca la 
ley. Esta podrá, sin embargo, autorizar que, en casos especiales, la vigilancia se realice por 
empresas privadas colombianas escogidas por concurso público de méritos, y contratadas 

previo concepto del Consejo de Estado. La vigilancia de la gestión fiscal del Estado incluye 
el ejercicio de un control financiero, de gestión y de resultados, fundado en la eficiencia, la 
economía, la equidad y la valoración de los costos ambientales. En los casos excepcionales, 
previstos por la ley, la Contraloría podrá ejercer control posterior sobre cuentas de cualquier 
entidad territorial. La Contraloría es una entidad de carácter técnico con autonomía 
administrativa y presupuestal. No tendrá funciones administrativas distintas de las inherentes 
a su propia organización. 

El Contralor será seleccionado y elegido por una universidad pública y otra privada de 
alta calidad, en el primer mes de sus sesiones del Congreso de la República, de lista de 
elegibles conformada por convocatoria pública a un concurso de méritos. El cargo será 
ejercido por la persona que hubiere obtenido el mayor puntaje con base en lo dispuesto 
en el artículo 126 de la Constitución Política de Colombia.  

 

Artículo 9º. El artículo 274 de la Constitución Política de Colombia quedará así: 

Artículo 274. La vigilancia de la gestión fiscal de la Contraloría General de la República se 
ejercerá por un auditor seleccionado y elegido por una universidad pública y otra privada 
de alta calidad, de lista de elegibles conformada por convocatoria pública a un concurso 
de méritos. El cargo será ejercido por la persona que hubiere obtenido el mayor puntaje 
con base en lo dispuesto en el artículo 126 de la Constitución Política de Colombia.  

La ley determinará la manera de ejercer dicha vigilancia a nivel departamental, distrital y 
municipal. 

 

Artículo 10º. El artículo 276 de la Constitución Política de Colombia quedará así: 

Artículo 276. El Procurador General de la Nación será seleccionado y elegido por una 
universidad pública y otra privada de alta calidad, de lista de elegibles conformada por 
convocatoria pública a un concurso de méritos. El cargo será ejercido por la persona que 
hubiere obtenido el mayor puntaje con base en lo dispuesto en el artículo 126 de la 
Constitución Política de Colombia.  

 

Artículo 11. El artículo 281 de la Constitución Política de Colombia quedará así: 

Artículo 281. El Defensor del Pueblo ejercerá sus funciones de manera autónoma. Será 
seleccionado y elegido por una universidad pública y otra privada de alta calidad, de lista 
de elegibles conformada por convocatoria pública a un concurso de méritos. El cargo 

será ejercido por la persona que hubiere obtenido el mayor puntaje con base en lo 
dispuesto en el artículo 126 de la Constitución Política de Colombia.  
 
El presente proyecto de Acto Legislativo rige a partir de su promulgación. 
 

De los H. Congresistas: 
 
 
 
 
 
EDUARDO EMILIO PACHECO CUELLO     JHON MILTON RODRÍGUEZ GONZÁLEZ 
Senador de la República       Senador de la República 
 

  
 
     

     CARLOS EDUARDO ACOSTA LOZANO 
     Representante a la Cámara 
 

 
 
 
.       
 
 
 
 
 
 
.      . 
 
 
 
 
 
 
 
JONATÁN TAMAYO PÉREZ        
Senador de la República      Representante a la Cámara 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS  

PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 

 

“POR EL CUAL SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 126, 233, 254, 257, 264, 266, 267 
274, 276 Y 281 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA, REFERENTE 

A LA ELECCIÓN POR CONCURSO DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS”.  

 

 

HONORABLES CONGRESISTAS: 

Nos permitimos poner a consideración del Congreso de Colombia, el proyecto de Acto 
Legislativo “POR EL CUAL SE REFORMAN LOS ARTICULOS 126, 231, 254, 257, 
264, 266, 267 274, 276 Y 281 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA, 
REFERENTE A LA ELECCIÓN POR CONCURSO DE LOS SERVIDORES 
PÚBLICOS”.  

Para efectos de la presente exposición de motivos es preciso tener en cuenta los antecedentes 
que dieron lugar al Acto Legislativo número 02 de 2015, “POR MEDIO DEL CUAL SE 
ADOPTA UNA REFORMA DE EQUILIBRIO DE PODERES Y REAJUSTE 
INSTITUCIONAL Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”, junto con la sentencia 
proferida por la Corte Constitucional con relación C-053 de 2016.   

 

ANTECEDENTES DEL ACTO LEGISLATIVO NÚMERO 02 DE 2015  

 

A manera de antecedente es preciso señalar que el Acto Legislativo 02 de 2015 "POR 
MEDIO DEL CUAL SE ADOPTA UNA REFORMA DE EQUILIBRIO DE PODERES 
Y REAJUSTE INSTITUCIONAL Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”, modificó 
los siguientes artículos de la Constitución Nacional a saber:   

El artículo 126 de la Constitución Política de Colombia, entre otros aspectos modificó la 
elección de servidores públicos, atribuido a corporaciones públicas, que deberá estar precedida 
de convocatoria pública reglada por la ley. Para el caso que nos ocupa, se refiere a la selección 
y elección de Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, del 
Consejo de Estado, de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial, Miembro de la Comisión 
de Aforados, Miembro del Consejo Nacional Electoral, Fiscal General de la Nación, 
Procurador General de la Nación, Defensor del Pueblo, Contralor General de la República y 

Registrador Nacional del Estado Civil (Artículo 2, Acto Legislativo 02; Congreso de la 
República de Colombia , 2015). Pero, con la modificación de la Carta Política colombiana en 
el presente Acto Legislativo, será la academia de alta calidad en cabeza de una universidad 
pública y otra privada escogidas por el Consejo Nacional de Acreditación CNA o quien haga 
sus veces, será quién deba realizar la selección y elección de los servidores públicos a quien 
hemos hecho referencia, conforme a la Ley. Lo anterior, teniendo en cuenta los principios de 
publicidad, transparencia, participación ciudadana, equidad de género y criterios de mérito 
para su selección y elección. El cargo será ejercido por la persona que hubiere obtenido el 
mayor puntaje. Señalando que los servidores públicos permanecerán en el ejercicio de su cargo 
hasta la edad de retiro forzoso, salvo los casos señalados taxativamente en la Ley.   

Haciendo acopio del Acto Legislativo 02 de 2015, la modificación del artículo 231 vigente de 
la Constitución Política de Colombia, quedó así: “los Magistrados de la Corte Suprema de 
Justicia y del Consejo de Estado serán elegidos por la respectiva corporación, previa audiencia 
pública, de lista de diez elegibles, enviada por el Consejo de Gobierno Judicial tras una 
convocatoria pública reglada de conformidad con la ley y adelantada por la Gerencia de la 
Rama Judicial.” (Artículo 11, Acto Legislativo 02; Congreso de la República de Colombia , 
2015).  

En cuanto al artículo 254 del Acto Legislativo 02 de 2015 referenciado, la Constitución 
Nacional se modificó de la siguiente manera: “El gobierno y la administración de la Rama 
Judicial estarán a cargo del Consejo de Gobierno Judicial y la Gerencia de la Rama Judicial. 
Estos órganos ejercerán las funciones que les atribuya la ley con el fin de promover el acceso 
a la justicia, la eficiencia de la Rama Judicial, la tutela judicial efectiva y la independencia 
judicial. El Consejo de Gobierno Judicial es el órgano, encargado de definir las políticas de la 
Rama Judicial de acuerdo con la ley y postular las listas y ternas de candidatos que la 
Constitución le ordene. También corresponde al Consejo de Gobierno Judicial regular los 
trámites judiciales y administrativos que se adelanten en los despachos judiciales, en los 
aspectos no previstos por el legislador; expedir el reglamento del sistema de carrera judicial y 
de la Comisión de Carrera Judicial, cuya función será la vigilancia y control de la carrera; 
aprobar el proyecto de presupuesto de la Rama Judicial que deberá ser remitido al Gobierno; 
aprobar el mapa judicial; definir la estructura orgánica de la Gerencia de la Rama Judicial; 
supervisar a esta entidad, y rendir cuentas por su desempeño ante el Congreso de la República.  

El Consejo de Gobierno Judicial estará integrado por nueve miembros: los presidentes de la 
Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado; el gerente de 
la Rama Judicial, quien deberá ser profesional con veinte años de experiencia, de los cuales 
diez deberán ser en administración de empresas o en entidades públicas, y será nombrado por 
el Consejo de Gobierno Judicial para un período de cuatro años; un representante de los 
magistrados de los Tribunales y de los jueces, elegido por ellos para un periodo de cuatro años; 
un representante de los empleados de la Rama Judicial elegido por estos para un periodo de 
cuatro años; tres miembros permanentes de dedicación exclusiva, nombrados por los demás 

miembros del Consejo de Gobierno Judicial, para un período de cuatro años. Ninguno de los 
miembros del Consejo de Gobierno Judicial podrá ser reelegido.  

Los miembros permanentes de dedicación exclusiva mencionados en el inciso anterior estarán 
encargados de la planeación estratégica de la Rama Judicial y de proponer al Consejo de 
Gobierno Judicial, para su aprobación, las políticas públicas de la Rama Judicial. Deberán 
tener diez años de experiencia en diseño, evaluación o seguimiento de políticas públicas, 
modelos de gestión o administración pública. En su elección se deberá asegurar la diversidad 
de perfiles académicos y profesionales.  

La ley estatutaria podrá determinar los temas específicos para los cuales los ministros del 
despacho los directores de departamento administrativo, el Fiscal General de la Nación, así 
como representantes de académicos y de los abogados litigantes participarán en las reuniones 
del Consejo de Gobierno Judicial.” (Artículo 15, Acto Legislativo 02; Congreso de la 
República de Colombia , 2015).  

De igual manera el artículo 257 de la Constitución Nacional, así: “La Comisión Nacional de 
Disciplina Judicial ejercerá la función jurisdiccional disciplinaria sobre los funcionarios y 
empleados de la Rama Judicial.  

Estará conformada por siete Magistrados, cuatro de los cuales serán elegidos por el Congreso 
en Pleno de ternas enviadas por el Consejo de Gobierno Judicial previa convocatoria pública 
reglada adelantada por la Gerencia de la Rama Judicial, y tres de los cuales serán elegidos por 
el Congreso en Pleno de ternas enviadas por el Presidente de la República, previa convocatoria 
pública reglada. Tendrán periodos personales de ocho años, y deberán cumplir con los mismos 
requisitos exigidos para ser Magistrado de la Corte Suprema de Justicia. 

Los Magistrados de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial no podrán ser reelegidos.  

Podrá haber Comisiones Seccionales de Disciplina Judicial integradas como lo señale la ley.  

La Comisión Nacional de Disciplina Judicial será la encargada de examinar la conducta y 
sancionar las faltas de los abogados en ejercicio de su profesión, en la instancia que señale la 
ley, salvo que esta función se atribuya por la ley a un Colegio de Abogados.  

Parágrafo. La Comisión Nacional de Disciplina Judicial y las Comisiones Seccionales de 
Disciplina Judicial no serán competentes para conocer de acciones de tutela.  

Parágrafo Transitorio 1°. Los Magistrados de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial 
deberán ser elegidos dentro del año siguiente a la vigencia del presente acto legislativo. Una 
vez posesionados, la Comisión Nacional de Disciplina Judicial asumirá los procesos 
disciplinarios de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura. 
Los actuales Magistrados de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la 
Judicatura, ejercerán sus funciones hasta el día que se posesionen los miembros de la Comisión 
Nacional de Disciplina Judicial. Las Salas Disciplinarias de los Consejos Seccionales de la 

Judicatura serán transformadas en Comisiones Seccionales de Disciplina Judicial. Se 
garantizarán los derechos de carrera de los Magistrados y empleados de las salas disciplinarias 
de los Consejos Seccionales de la Judicatura quienes continuarán conociendo de los procesos 
a su cargo, sin solución de continuidad.” (Artículo 19, Acto Legislativo 02; Congreso de la 
República de Colombia , 2015). 

De igual forma el Acto Legislativo 02 de 2015 modificó el artículo 267 de la Constitución 
Nacional en sus incisos quinto y sexto:  

“Inciso quinto.  

El Contralor será elegido por el Congreso en Pleno, por mayoría absoluta, en el primer mes de 
sus sesiones para un periodo igual al del Presidente de la República, de lista de elegibles 
conformada por convocatoria pública con base en lo dispuesto en el artículo 126 de la 
Constitución y no podrá ser reelegido ni continuar en ejercicio de sus funciones al vencimiento 
del mismo. 

Inciso sexto.  

Solo el Congreso puede admitir la renuncia que presente el Contralor y proveer las faltas 
absolutas y temporales del cargo.” (Artículo 22, Acto Legislativo 02; Congreso de la 
República de Colombia , 2015). 

Habida consideración, el Acto Legislativo 02 de 2015 también modificó el artículo 281 de la 
Constitución Política de Colombia, así: “El Defensor del Pueblo ejercerá sus funciones de 
manera autónoma. Será elegido por la Cámara de Representantes para un periodo institucional 
de cuatro años de terna elaborada por el Presidente de la República.” (Artículo 24, Acto 
Legislativo 02; Congreso de la República de Colombia , 2015). 

 

ALCANCE Y CONTENIDO DEL PRESENTE PROYECTO DE ACTO 
LEGISLATIVO ATINENTE A LA ELECCIÓN POR CONCURSO DE SERVIDORES 
PÚBLICOS. 

 

El propósito de la reforma constitucional prima facie es el de acondicionar la redacción del 
artículo 126 de la Carta Política Colombiana en cuanto a los servidores públicos se refiere, 
previa convocatoria pública a un concurso de méritos, que fue modificado mediante el Acto 
Legislativo número 02 de 2015, "POR MEDIO DEL CUAL SE ADOPTA UNA 
REFORMA DE EQUILIBRIO DE PODERES Y REAJUSTE INSTITUCIONAL Y SE 
DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”, que en su inciso 4º expresa lo siguiente:  
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“Salvo los concursos regulados por la ley, la elección de servidores públicos atribuida a 
corporaciones públicas deberá estar precedida de una convocatoria pública reglada por la ley, 
en la que se fijen requisitos y procedimientos que garanticen los principios de publicidad, 
transparencia, participación ciudadana, equidad de género y criterios de mérito para su 
selección”. 

Dándole alcance al texto precitado, se interrelacionan los artículos subsiguientes con el fin de 
evitar las contradicciones que el mismo Acto Legislativo, 02 de 2015 dejó en los artículos que 
tienen que ver con la elección de los servidores públicos en la Carta Constitucional como se 
explicita en esta exposición de motivos.  

A manera de ejemplo, se observa que no obstante lo señalado en el artículo 126 inciso 4º, en 
el artículo 231 de la Constitución Política en lo correspondiente a la elección de los 
Magistrados de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado, expresa que “La Corte 
Suprema de Justicia y el Consejo de Estado reglamentarán la fórmula de votación y el término 
en el cual deberán elegir a los Magistrados que conformen la respectiva corporación”. 

Es decir, que a todas luces se soslaya la regulación de la Ley, al abrogarse en cabeza de la 
Corte Suprema de Justicia y Consejo de Estado los requisitos y procedimientos para la elección 
de los Magistrados de sus propias jurisdicciones.  

Es pertinente señalar, que el nuevo texto que se propone modificar del artículo 126 en el 
precitado inciso 4º, conserva aspectos señalados sobre el tema en el Acto Legislativo 02 de 
2015, con marcadas diferencias, que permiten con claridad meridiana interpretar la norma 
constitucional, consagrando la selección de los servidores públicos precedida de convocatoria 
pública a un concurso de méritos, que se propone en el siguiente tenor: 

“La selección y elección de servidores públicos será regulada por concurso de méritos 
conforme a la Ley. Cuando se trate de selección y elección de servidores públicos a que 
se refiere el inciso final del presente artículo, deberá estar precedida de una convocatoria 
pública a un concurso de méritos, por una universidad pública y otra privada de alta 
calidad escogidas por el Consejo Nacional de Acreditación CNA o quien haga sus veces. 
El trámite será regulado por la Ley vigente, en la que se fijen los requisitos y 
procedimientos, que garanticen los principios de publicidad, transparencia, 
participación ciudadana, equidad de género y criterios de mérito para su selección y 
elección. El cargo será ejercido por la persona que hubiere obtenido el mayor puntaje.  

Los servidores públicos permanecerán en el ejercicio de su cargo hasta la edad de retiro 
forzoso, salvo los casos señalados taxativamente en la Ley.” 

Se subraya, que toda selección y elección de servidores públicos, debe ser regulada por 
concurso de méritos de conformidad a la Ley. Así mismo, las referentes a servidores públicos 
seleccionados por corporaciones públicas a que hace alusión los ajustes de la reforma que se 
pretende incorporar a la Constitución Nacional: como la de Magistrados de la Corte 
Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado, Consejo Superior de 
la Judicatura, de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial, Miembro de la Comisión de 
Aforados, Miembro del Consejo Nacional Electoral, Fiscal General de la Nación, Procurador 
General de la Nación, Defensor del Pueblo, Contralor General de la República, Auditor y 
Registrador Nacional del Estado Civil, debe estar precedida de convocatoria pública a un 
concurso de méritos, por una universidad pública y otra privada de alta calidad escogidas por 
el Consejo Nacional de Acreditación CNA o quien haga sus veces.   

Es de anotar que este proyecto de Acto Legislativo, incorpora nuevamente a la Constitución 
Política de Colombia al Consejo Superior de la Judicatura que había sido tácitamente 
suprimido por el Acto Legislativo 02 de 2015. 

El eje central de la reforma constitucional atinente al artículo 126 y por consiguiente los 
artículos 231, 249, 254, 257, 264, 266, 267, 274, 276 y 281, hace referencia a que la Ley es la 
que determinará la regulación del concurso de méritos para las selecciones que harán las 
respectivas corporaciones públicas, trátese de Magistrados de Altas Cortes: Corte Suprema de 
Justicia, Consejo de Estado, Corte Constitucional y Consejo Superior de la Judicatura. Así 
mismo, para el Fiscal General de la Nación, la Comisión Nacional de Disciplina Judicial, El 
Consejo Nacional Electoral, el Registrador Nacional del Estado Civil, el Contralor General de 
la República, el Auditor, el Procurador General de la Nación y el Defensor del Pueblo.  

 

Al respecto es preciso señalar, lo publicado en Ámbito Jurídico (2013) en el sentido de ¿Quién 
debe elegir los Magistrados de las Altas Cortes? 

Se manifiesta que la metodología de escogencia de magistrados en el país, es más difícil de 
explicar que de aplicar: confluye, lo que algunos han denominado un sistema de cooptación 
mixta con otro de elección claramente política. Lo anterior, al tiempo que inspira críticas desde 
distintos sectores, impulsa audaces propuestas ante una institucionalidad que, en ocasiones, se 
muestra excesivamente legalista y conservadora a la hora de implementar reformas 
estructurales. 

Plantea que la escogencia de los magistrados converge el sistema de cooptación mixta con la 
elección claramente política. Señala que el papel de la Sala Administrativa del Consejo 
Superior de la Judicatura en la postulación de los candidatos a ocupar el cargo de Magistrado 
de la Corte Suprema y del Consejo de Estado, se cruza con la tarea de estas corporaciones en 
la elección de cinco de los seis integrantes de esa Sala. A este aparente círculo electoral se le 
atribuye, en parte, la garantía de la independencia de la Rama Judicial. Establece también, que 

la intervención de la Rama Legislativa comienza con la elección por parte del Senado de los 
miembros de la Corte Constitucional, mientras que el Congreso en pleno escoge a los 
Magistrados del Consejo Superior de la Judicatura. (Ámbito Jurídico, 2013) 

Ámbito Jurídico (2013) consultó a expertos académicos sobre la elección de los Magistrados 
de las Altas Cortes: Para Alejandra Barrios, Directora de la Misión de Observación Electoral 
(MOE), acudir a otras Ramas, justifica el balance institucional propio del sistema de pesos y 
contrapesos. Expresa que el problema se origina en las dinámicas que se generan alrededor de 
las nominaciones y las elecciones, pues “quien resulta electo debe el cargo a sus nominadores 
y electores, lo cual podría sesgar los análisis de constitucionalidad y la asignación de cargos 
de libre nombramiento y remoción”. 

 En sentido similar se expresó Helena Alviar García, Decana de la Facultad de Derecho de la 
Universidad de Los Andes. Para ella, la metodología actual genera incentivos que movilizan 
una maquinaria política, tanto en el Consejo de Estado como en la Corte Suprema y en el 
Congreso, donde la influencia de funcionarios poderosos tiene mayor peso que los méritos de 
los candidatos. Luis Fernando Otálvaro, presidente de Asonal Judicial, afirma que, si alguien 
quiere ser elegido como magistrado, “debe tener el beneplácito de las direcciones partidistas 
y, dependiendo de la corriente del magistrado por remplazar, se confecciona la terna y luego 
se procede a escoger”. (Ámbito Jurídico, 2013). 

 

Actualmente el sistema de elección es el siguiente: 

Elección de Magistrados 

Corte Suprema de Justicia 
Postula: Sala Administrativa del Consejo 
Superior de la Judicatura. 
Elige: Corte Suprema. 

Consejo de Estado 
Postula: Sala Administrativa del Consejo 
Superior de la Judicatura. 
Elige: Consejo de Estado. 

Consejo Superior de la Judicatura (Sala 
Administrativa) 

Postula: dos por la Corte Suprema, uno por 
la Corte Constitucional y tres por el Consejo 
de Estado. 
Elige: Congreso. 

Consejo Superior de la Judicatura (Sala 
Disciplinaria) 

Postula: ternas enviadas por el Gobierno. 
Elige: Congreso. 

Corte Constitucional 
Postula: ternas enviadas por Presidente, 
Corte Suprema y Consejo de Estado. 
Elige: Senado. 

Tabla1. Elección de los Magistrados de las Altas Cortes. (Ámbito Jurídico, 2013). 

Examinando en forma detallada todo el proceso de elección y nominación de los servidores 
públicos y haciendo acopio de los criterios académicos antes señalados; esta iniciativa 
propende por la transparencia en la selección y elección, y por ende el ejercicio profesional, 
ético y de calidad moral de quienes regentarán la función de servidores públicos, mediante 
convocatoria pública a un concurso de méritos, que se establece también para efectos de las 
corporaciones públicas que ejerzan la selección, previo a un concurso de méritos de 
conformidad con la Ley que desarrollará lo establecido en el precepto constitucional que se 
modifica por este Acto Legislativo.  

Es preciso señalar ulteriormente, la declaración de la Corte Constitucional referente al Acto 
Legislativo 02 de 2015 “Por medio del cual se adopta una reforma de equilibrio de poderes 
y reajuste institucional y se dictan otras disposiciones”, sentencia que se observa para efectos 
de conservar mediante la presente propuesta modificatoria de la Carta Constitucional, el 
principio de separación de poderes.  

 

DECLARACIÓN DE LA CORTE CONSTITUCIONAL EN SENTENCIA C-285/16 
FRENTE AL ACTO LEGISLATIVO 02 DE 2015 

 

En el comunicado No 23 de junio 1° de 2016 “la Corte Constitucional encontró que el nuevo 
modelo institucional de gobierno y administración de la Rama Judicial establecido mediante 
el Acto Legislativo 2 de 2015, implica una sustitución parcial de los principios de separación 
de poderes, autonomía e independencia judicial que encuentran expresión en el modelo de 
autogobierno judicial previsto por el Constituyente de 1991” (Corte Constitucional de 
Colombia , 2016).  

En la decisión de la Sentencia C-285/16, la Corte declara inexequible el artículo 15 del Acto 
Legislativo 02 de 2015, en lo que tiene que ver con la derogatoria tácita del numeral segundo 
del artículo 254 de la Constitución Política de Colombia. Es decir, en la que el Acto Legislativo 
suprime al Consejo Superior de la Judicatura y lo reemplaza por el Consejo de Gobierno 
Judicial.  

En esta sentencia, la Corte Constitucional, deja incólume al Consejo Superior de la 
Judicatura con el siguiente texto: “El Consejo Superior de la Judicatura estará integrado 
por seis magistrados elegidos para un período de ocho años, así: dos por la Corte Suprema 
de Justicia, uno por la Corte Constitucional y tres por el Consejo de Estado.”  (Corte 
Constitucional de Colombia , 2016). Y en el artículo 257 en cuanto a la Comisión Nacional 
de Disciplina Judicial, aclara que para la elección de los Magistrados por el Congreso en pleno, 
las ternas deben ser enviadas por el Consejo Superior de la Judicatura. En tal sentido, declara 
inexequibles: “las remisiones al Consejo de Gobierno Judicial y a la Gerencia de la Rama 
Judicial contenidas en los artículos 8, 11 y 19 del Acto Legislativo 02 de 2015. En 
consecuencia, DECLARAR que en las disposiciones constitucionales a las que tales artículos 



Gaceta del Congreso  846 Jueves, 3 de septiembre de 2020 Página 21

aluden, la expresión “Consejo de Gobierno Judicial” se sustituye por “Consejo Superior de 
la Judicatura”, y se suprime la expresión “y adelantada por la Gerencia de la Rama Judicial”  
(Corte Constitucional de Colombia , 2016).  

Finalmente, la Corte en esta sentencia resolvió la demanda de inconstitucionalidad contra el 
Acto Legislativo 02 de 2015 que fijó el nuevo esquema institucional de gobierno y 
administración de la Rama Judicial, así como de control disciplinario de los funcionarios y 
empleados judiciales. Es menester señalar, que estos preceptos suprimieron la Sala 
Administrativa y la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, 
sustituyéndolas, en el primer caso, por el Consejo de Gobierno Judicial y la Gerencia de la 
Rama Judicial, y en el segundo, por la Comisión Nacional de Disciplina Judicial (Corte 
Constitucional de Colombia , 2016). 

Esta declaración de la Corte Constitucional, reafirma la modificación que se propone en el 
presente proyecto de Acto Legislativo.  

 

 

CONSTITUCIONALIDAD, LEGALIDAD Y CONVENIENCIA DEL ACTO 
LEGISLATIVO “POR EL CUAL SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 126, 231, 254, 

257, 264, 266, 267 274, 276 Y 281 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
COLOMBIA, REFERENTE A LA ELECCIÓN POR CONCURSO DE LOS 

SERVIDORES PÚBLICOS” 

 

El presente proyecto de Acto Legislativo es a todas luces constitucional, legal y conveniente 
en virtud que contempla el principio de igualdad de la Carta Política, señalado en el artículo 
126 de la Constitución Nacional, dándole alcance a que la selección y elección de los 
servidores públicos será regulada por concurso de méritos conforme a la ley; precisando, que 
la selección de los servidores públicos por corporaciones públicas, contentiva en los artículos 
que se pretenden modificar por el presente proyecto de acto legislativo, deberá estar precedida 
de una convocatoria pública a un concurso de méritos por una universidad pública y otra 
privada de alta calidad escogidas por el Consejo Nacional de Acreditación CNA o quien haga 
sus veces, de igual forma regulado por la ley.  

De esta manera, la selección de los servidores públicos realizadas por las corporaciones 
públicas, deberán tener en cuenta los principios constitucionales de igualdad, mérito, 
moralidad, eficacia, economía, imparcialidad, celeridad y publicidad, que se vislumbra a todas 
luces en la esencia del presente acto legislativo, que propende por la competencia con sentido 
de equidad,  transparencia, excelencia y méritos de quienes regentarán la función de servidores 
públicos en la búsqueda de la transformación política, social, cultural, con justicia y vocación 

de servicio. Como acicate que se incorporará en el ejercicio profesional de estas y las futuras 
generaciones con sentido de pertenencia en nuestra geografía patria.      

 

Con los anteriores fundamentos dejamos a consideración del Congreso de la República el 
presente Acto Legislativo “por el cual se reforma los artículos 126, 231, 254, 257, 264, 266, 
267 274, 276 y 281 de la constitución política de Colombia, referente a la elección por 
concurso de los servidores públicos” 

 

De los H. Congresistas: 

 

 

 

     EDUARDO EMILIO PACHECO CUELLO 
     Senador de la República 
 
 

 JHON MILTON RODRÍGUEZ GONZÁLEZ 
Senador de la República 
 
 
 
 
 

                                                                              CARLOS EDUARDO ACOSTA LOZADA 
                                                                              Representante a la Cámara por Bogotá 
 
 
 
 
   
      
 

 

 

 

.            . 

 

 

 

 

JONATÁN TAMAYO PÉREZ        
Senador de la República      Representante a la Cámara 
 

SECCIÓN DE LEYES 
SENADO DE LA REPÚBLICA – SECRETARIA GENERAL – TRAMITACIÓN 

LEYES 
Bogotá D.C., 28 de agosto de 2020  
 
Señor Presidente:   
 
Con el fin de repartir el Proyecto de Acto Legislativo No. 20/20 Senado “POR EL CUAL SE 
REFORMAN LOS ARTÍCULOS 126, 231, 254, 257, 264, 266, 267, 274, 276 Y 281 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA, REFERENTE A LA ELECCIÓN POR 
CONCURSO DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS”, me permito remitir a su despacho el 
expediente de la mencionada iniciativa, presentada el día de hoy ante la Secretaría General del 
Senado de la República por los Honorables Senadores EDUARDO EMILIO PACHECO 
CUELLO, JHON MILTON RODRÍGUEZ GONZÁLEZ, EDGAR ENRIQUE PALACIO MIZRAHI, 
ALEJANDRO CORRALES ESCOBAR, IVAN LEONIDAS NAME VASQUEZ, DAIRA DE JESUS 
GALVIS MENDEZ, CARLOS MANUEL MEISEL VERGARA, JONATAN TAMAYO PEREZ; y los 
Honorables Representantes CARLOS EDUARDO ACOSTA LOZADA, ASTRID SANCHEZ 
MONTES DE OCA.  La materia de que trata el mencionado Proyecto de Acto Legislativo es 
competencia de la Comisión PRIMERA Constitucional Permanente del Senado de la República, 
de conformidad con las disposiciones Constitucionales y Legales.         
   
 
 
 
GREGORIO ELJACH PACHECO 
Secretario General  

 
PRESIDENCIA DEL H. SENADO DE LA REPÚBLICA – AGOSTO 28 DE 2020 

  
De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por repartido el precitado Proyecto 
de Acto Legislativo a la Comisión PRIMERA Constitucional y envíese copia del mismo a la 
Imprenta Nacional para que sea publicado en la Gaceta del Congreso. 
 
CÚMPLASE  
 
EL PRESIDENTE DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA 
 
 
 
 
ARTURO CHAR CHALJUB 
 
SECRETARIO GENERAL DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA 

 
 
 
 
 
GREGORIO ELJACH PACHECO  
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